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INTRODUCCION 

Se podría comparar la utilización del Derecho en la actividad económi­
ca a la de la sal en la preparación de alimentos, es rara la actividad que no 
requiere el conocimiento de ciertas normas a las que debe someterse, como es 
raro el plato entre cuyos componentes no entre a formar parte la sal, y ésta es 
quizá una de las características que han contribuido notablemente al desarrollo 
del mercado de la información jurídica electrónica en el mundo. 

El Directorio de Bases de Datos CALE, el más completo de los que exis­
ten en la ctualidad, sobre todo respecto a los Estados Unidos, aunque teórica­
mente cubre todo el mundo, contiene 7.907 bases de datos de las que 885 (11 %) 
corresponden al apartado leyes, lo que sitúa a esta materia en tercer lugar, des­
pués del apartado negocios con 2.624 bases de datos (33%), y Ciencia Técnica e 
Ingeniería con 1.492 (19%). Estos datos corresponden a 1992. 

En cuanto a las cifras económicas del mercado de información electró­
nica jurídica en línea fueron, también para 1992, de 649,7 millones de ECUS, el 
7% del total. 

El número de títulos editados en CD-ROM en 1994 que refleja el direc­
torio TPFL es de 5.397 de los que 399 (7,3%) corresponden al apartado Derecho. 
El porcentaje de título en este soporte es menor que el relativo a las bases de 
datos distribuidas en línea. Esto tiene su explicación ya que la edición en CD-
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ROM va dirigida en primer lugar al consumo doméstico por lo que 1.043 títulos 
entran en el epígrafe de "ocio". 

ANTECEDENTES DE LA INFORMACION JURIDICA: LOS REPER­
TORIOS DE LEGISLACION 

Referirse en 1995 a bases de datos electrónicas al hablar de información 
jurídica parece completamente natural y sin embargo la primera base de datos 
legislativa se comercializó en España hace sólo doce años. Hasta entonces había 
habido diversos intentos voluntariosos y voluntaristas que no lograron cuajar 
por diferentes motivos que no es éste el momento de analizar, aunque sí parece 
interesante conocer los orígenes de la información jurídica. 

La necesidad de conocer la legislación aplicable para resolver conflictos 
entre las partes litigantes o para sancionar conductas antijurídicas y la dificultad 
que esto conlleva fue el origen de los diversos intentos que a lo largo de la his­
toria se han ido desarrollando-para unificar en un mismo texto toda la legisla-

- ción aplicable en un momento cronológico determinado, ásí Alfonso X "El Sabio" 
recopila en "Las Siete Partidas" las leyes aplicables en su reino y la Novísima 
Recopilación de las leyes de España sancionada por Carlos IV en 1805, puede 
decirse que es la última recopilación oficial de la legislación castellana. 

El proceso de codificación que se inicia en el siglo XIX abunda en este 
empeño, aunque ya no pretende reunir en un único texto toda la legislación apli­
cable sino en tantos como ramas del Derecho (civil, penal, mercantil, etc.) exis­
ten. Sin embargo todos estos intentos han chocado contra la tozuda realidad, ya 
que cada día es más prolijo el número de disposiciones por el que se regula la 
convivencia en las sociedades humanas. 

Como las leyes para observarse deben ser conocidas es necesario que 
sean publicadas, y este principio de publicidad de las mismas está refrendado en 
nuestro Código Civil (título preliminar, art. 2.1 y 1.5) y en la Constitución de 
1978 (art. 9.3) para lo que históricamente se han venido utilizando los diarios ofi­
ciales que en España se ha denominado "Gaceta de Madrid" y desde 1936 
"Boletín Oficial del Estado" . 

Aunque el principio de publicidad de las leyes únicamente obliga a los 
Poderes Públicos a su publicación (en los diarios oficiales), el aumento de la pro­
ducción normativa exigió, para disponer de una agrupación y ordenación de las 
leyes, de la publicación de Colecciones Legislativas con carácter oficial como la 
"Colección Legislativa de España" que se mandó formar con este nombre por 
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Real Orden de 6 de marzo de 1846, pero que es continuación de la llamada de 
Decretos que se venía publicando desde 1814. 

Esta colección que se publicaba por el Ministerio de Gracia y Justicia 
contenía las leyes, Reales Decretos y órdenes, Reglamentos, Instrucciones y 
Circulares del Gobierno y de las Direcciones Generales, de los fallos del Consejo 
de Estado y de los del Tribunal Supremo. 

A nivel privado y dadas las lagunas y retrasos de los que adolecía la 
colección legislativa de España, se inicia en 1853 la edición del "Diccionario de 
la Administración Española" cuyo subtítulo "Compilación de la novísima legis­
lación española en todas las ramas de la Administración Pública" es significati­
vo de su contenido. El diccionario se fue completando anualmente mediante la 
publicación de apéndices que lo convierten en un auténtico repertorio de legis­
lación y jurisprudencia, más conocido como Alcubilla que era el apellido de su 
director y ~~itor: D. Marcelo Martínez-Alcubilla. 

Ya e) el siglo XX, en 1958, se refunde la colección legislativa de España 
y el "Repertorio Oficial de Disposiciones Generales" en una sola publicación ofi­
cial y auténtica denominada "Disposiciones Generales" que se edita en la 
imprenta del Boletín Oficial del Estado, mientras a nivel privado aparece en 1930 
un nuevo repertorio denominado "Repertorio Cronológico de Legislación", edi­
tado por D. Estanislao Aranzadi. 

Estos antecedentes son muy ilustrativos de la realidad española actual 
respecto a las bases de datos jurídicas ya que la gran mayoría de las que se 
puede decir que han llegado a buen fin, es decir, se han comercializado y van 
adquiriendo una cierta implantación y prestigio en el mercado español, tienen 
su origen en repertorios publicados originalmente en papel: el "Repertorio de 
Disposiciones Generales" es el origen de la base de datos IBERLEX, producida y 
distribuida por el Boletín Oficial del Estado; los "Repertorios Cronológicos de 
Legislación y Jurisprudencia" de la Editorial Aranzadi son el origen de las deno­
minadas B.D.A. (Bases de Datos Aranzadi), e igual se puede decir de La Ley, Lex 
Nova, Actualidad Jurídica, etc. Colex-Data por su parte tiene su origen en las 
fichas COLEX que adquiere la compañía MAPFRE tras el fracaso de DATALEX, 
cuya corta vida no permitió que llegaran a hacerse conocidas estas bases de _ 
datos en el mercado español. 

Esta tendencia de la que podemos hablar hoy por la mera constatación 
de la realidad, se ha impuesto sobre las disquisiciones teóricas que desde la 
década de los 70 se vienen realizando acerca de las características a las que se 
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debían ajustar las bases de datos jurídicas, fundamentalmente las legislativas y 
que ocuparon a jueces, catedráticos y operadores jurídicos, cuyas aportaciones 
tuvieron un gran valor más para delimitar el alcance de la utlización de los orde­
nadores en el ámbito jurídico que para llegar a realizaciones de bases de datos 
concretas, dado el alto coste que esto conlleva. 

La evolución de la tecnología ha hecho caer en desuso discusiones sobre 
si, por ejemplo la unidad documental debe ser el texto completo de la norma o 
cada uno de sus artículos, ya que los gestores de bases de datos que existen 
actualmente permiten gestionar documentos de una gran volumen sin necesi­
dad de fraccionarlos y probablemente, la búsqueda por cualquiera de los térmi­
nos del texto y la utilización de operadores sintácticos (o de proximidad) hará 
pasar a un segundo plano paradigmas como el de la imprescindible necesidad 
de un tesauro para la consulta de las bases de datos, aunque claro está, esto sea 
lo ideal, pero que sin embargo requiere una gran inversión en recursos humanos 
especializados. 

La tecnología y el mercado son pues los que cada vez más deciden las 
características de las bases de datos jurídicas a las que los productores intentan 
ajustarse dentro de lo que su capacidad económica les permite. Así se van inclu­
yendo los textos completos de leyes y sentencias con carácter retrospectivo, 
incluso en imagen para abaratar los costes de digitalización y se utilizan pro­
gramas cada vez más sofisticados que permiten en la recuperación de informa­
ción utilizar hipertextos o estadísticas de frecuencia de las palabras en un docu­
mento para constatar su grado de pertinencia respecto a la información que se 
busca, por citar sólo algunas posibilidades que desde hace algunos años ofrece 
la tecnología. 

LOS SOPORTES DE LA INFORMACION JURIDICA 

El papel es todavía hoy el soporte más utlizado no sólo por los juristas, 
sino también por las empresas que mantienen colecciones de Boletines Oficiales 
o de Repertorios de Legislación en papel para cubrir sus necesidades de infor­
mación en lo que a legislación se refiere, cuando al menos para la localización de 
la información los soportes informáticos suponen un gran ahorro de tiempo y de 
espacio. No se trata de una novela o de un periódico cuya lectura es evidente­
mente más agradable en papel, sino de buscar información consultando manual­
mente índices año por año, o mes a mes, lo que aunque puede resultar fácil, es 
en general bastante pesado. Los índices remiten a páginas a las que hay que acu­
dir, fotocopiar la información, agruparla, en fin tiempo y más tiempo. Aunque 
se ha avanzado mucho en los últimos diez años, los españoles siguen teniendo 
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poco hábito de consumo de información electrónica. Algunas de las razones que 
pueden explicar este fenómeno son: 

-Falta de utlización de estos soportes en todos los ciclos educativos. 

Poco a poco los ordenadores se introducen en las escuelas e institutos. 
Lamentablemente no se les proporciona a los alumnos ni conocimientos ni 
herramientas para utilizarlos como instrumentos útiles en la búsqueda de infor­
mación, porque necesitan equipamientos adicionales (módem, teléfono, lector 
de CD-ROM) o porque el acceso a la información es caro. 

Sin embargo los educadores rara vez se plantean dirigirse a los produc­
tores de información para llegar a acuerdos que permitan disponer de informa­
ción gratuita (por ejemplo CD-ROM atrasados), porque ellos mismos no están 
habituados a utilizar estos recursos. 

En cuanto a la universidad salvo en la biblioteca, y esto desde hace muy 
pocos años, los alumnos no utilizan ni conocen los posibles rerecursos de infor­
mación electrónica que podrían utilizar en su actividad profesional, muy pocos 
departamentos incorporan normalmente en el doctorado asignaturas específicas 
en esta materia. 

Sin embargo concretamente las facultad es de derecho gracias a la inicia­
tiva privada o de Organismos Públicos ajenos a la universidad, van creando 
aulas de informática donde ponen a disposición de profesores y alumnos (aun­
que siempre en número reducido) ordenadores y recursos de información, ade­
más de la formación indispensable para que al menos conozcan y puedan utili­
zar la información automatizada. 

-Altos costes de la información. 

Existen en España pocos productores de bases de datos. Las cifras que 
para 1991 ofrece la Unión Europea en su "Informe sobre los acontecimientos y 
realizaciones más importantes en el mercado de los servicios electrónicos de 
información", utilizando como fuente el directorio GALE ya citado, es de ochen­
ta y seis bases de datos y treinta y seis productores. Aunque estas cifras sean 
superiores en la realidad, como mucho y para esa fecha podrían duplicarse, aun­
que con reservas, si se tiene en cuenta para su inclusión niveles de calidad, volu­
men, capacidad de distribución, etc. 

Cabe preguntarse el porqué existen un número tan pequeño de produc-
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tores de bases de datos, que además en un alto porcentaje son Organismos 
Públicos: IMPI, ICEX,INTA, BOE, CSIC, AEP, y la respuesta más inmediata es 
que todavía en España no es un negocio. Una empresa para realizar las inver­
siones que requiere producir una base de datos, tiene que asegurarse de que al 
menos va a recuperar esa inversión y a obtener beneficios. Pero la realidad es 
que las bases de datos se utlizan poco por lo que son poco apetecibles como 
negocio, pero esta escasa utilización hace que por otra parte la información 
resulte cara al no poderse dividir los costes entre un número más elevado de 
usuarios. 

El salir de esta esta pescadilla que se muerde la cola dependerá de la 
evolución de la cultura del uso de la información electrónica, que puede aumen­
tar espectacularmente a medida que se vaya madurando la generación de los 
vídeo- juegos y el ordenador. 

La vulgarización de los equipos informáticos necesarios para acceder a 
la información es otro elemento importante en la divulgación del uso de la infor­
mación electrónica. Aunque el ordenador ha llegado ya a muchos hogares, los 
módems, lectores de CD-ROM, etc., aunque cada vez con precios más bajos, no 
entrarán en los hogares mientras no existan productos atractivos. La transmisión 
por las "autopistas de información" no sólo de información profesional, sino de 
películas, conciertos y otros productos de ocio, así como la edición de títulos de 
CD-ROM de estas características, en fin, todo lo que la información multimedia 
permite proporcionar, divulgará cada vez más estas herramientas de las que se 
beneficiarán también las bases de datos más profesionales. 

-Obstáculos de tipo técnico. 

Las tecnologías actuales en lo que se refiere a interfaces de software y 
pantalla, los lenguajes para el acceso a la información y las estructuras de las 
bases de datos están lejos de ofrecer un acceso sencillo para el usuario a la infor­
mación electrónica. Esto no se debe a que dichas tecnologías sean demasiado 
complejas, sino más bien a que son inadecuadas para las necesidades de los 
usuarios y, por tanto, limitan el mercado potencial. 

La permanente innovación técnica en el suministro de información ha 
sido siempre uno de los puntos fuertes del mercado pero ha creado controver­
sias en cuanto al desarrollo del mercado ya que se señala que éste en ocasiones 
se ha visto influido más por la aparición de nuevas tecnologías interesantes que 
por las preferencias de los usuarios, aunque tales críticas pueden parecer sim­
plistas tienen en muchas ocasiones un fondo de realidad. 
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La falta de normalización es uno de los grandes obstáculos para el desa­
rrollo del mercado de la información, sería conveniente reforzar la aplicación de 
las normas existentes en lugar de crear normas nuevas, determinando cuáles son 
las más indicadas utilizándolas y exigiendo su cumplimiento en el ámbito de la 
Unión Europea, que debe facilitar la presencia de editores europeos en los 
correspondientes organismos internacionales de normalización. 

Para tener éxito una publicación en formato electrónico debe ofrecer 
prestaciones que superen los medios escritos: posibilidad de acceder a grandes 
volúmenes de información, actualización instantánea, posibilidad de volver a 
tratar la información o combinarla con otra información, etc. 

-Problemas de mercadotecnia. 

Una de las dificultades iniciales para la distribución de estos productos 
consiste en que el usuario potencial de productos de información electrónica no 
es capaz todavía de expresar necesidades y pedidos concretos. Esta circunstan­
cia puede cambiar con rapidez en el caso de que se empiecen a comercializar 
productos de gran éxito, en un proceso similar al que ocurrió con el fax que no 
se convirtió en parte integrante del equipo de oficina hasta hace siete años, aun­
que la tecnología es mucho más antigua. 

Estos productos tienen problemas considerables de mercadotecnia, los 
usuarios no pueden acceder a ellos directamente, ya que se requiere para ello 
unidades de lectura y un software adecuado de acceso y búsqueda de informa­
ción. La única forma de comercializado consiste en animar al usuario a probar­
lo para lo cual es preciso contar con canales de distribución adecuados. En 
Japón, por ejemplo, los productos de información electrónica se ofrecen además 
de en librerías y grandes almacenes donde el potencial comprador puede probar 
directamente el producto, en tiendas electrónicas e informáticas que disponen 
de superficies enormes dedicadas a todo tipo de soportes electrónicos y de equi­
pos de lectura donde los clientes pueden probar un amplio abanico de produc­
tos de edición electrónica. Hay que tener en cuenta que en la vida cotidiana japo­
nesa la electrónica es más visible y desempeña un papel más importante que en 
Europa. No sólo profesionales, sino familias enteras frecuentan los departamen­
tos de electrónica de loa grandes almacenes. 

Los canales tradicionales de distribución (principalmente librerías) no 
satisfacen las necesidades de los productos de edición electrónica que sólo pue­
den considerarse un distribuidor más, junto con la venta directa, venta por 
correo, en empresas informáticas, por minoristas de informática de consumo, de 
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distribuidores de vídeos, vendedores especializados, etc. Se trata de poner al 
usuario en contacto con el producto y facilitarle el acceso al mismo y su uso para 
que se decida a comprarlo. 

En este sentido la actuación conjunta de los productores de información 
electrónica y los fabricantes o vendedores de equipos pueden resultar muy 
beneficiosa y ayudar a potenciar el mercado de la información electrónica. Sería 
interesante que se utilizaran estas alianzas para llegar a acuerdos especiales con 
las universidades para la creación de aulas informáticas o similares que estimu­
laran el uso de la información electrónica de los alumnos que serán futuros 
usuarios de esta información. 

-Problemas derivados de la propiedad intelectual. 

La Ley de Propiedad Intelectual española de 1987 en su artículo 12 esta­
blece: "También son objeto de propiedad intelectual, en los términos de la pre­
sente ley, las colecciones de obras ajenas, corno las antologías, y los de otros ele­
mentos o datos que por la selección o disposición de las materias constituyan 
craciones intelectuales, sin perjuicio, en su caso, de los derechos de los autores 
de las obras originales". 

Este artículo garantiza los derechos del autor de las bases de datos siem­
pre que éstas no sean una mera recopilación de obras, datos y otros materiales 
sino que contengan elementos originales en su creación que se basan en la selec­
ción y en la disposición de la información que contienen. 

En el artículo 20 2) y respecto a los derechos de explotación de la obra y 
en especial de los derechos de reproducción, distribución, comunicación públi­
ca y transformación, acciones que no podrán ser realizadas sin autorización del 
autor, señala: 

"Se entenderá por comunicación pública todo acto por el cual una plurali­
dad de personas puede tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares 
de cada una de ellas", y el apartado h) hace especial referencia a las bases de datos: 
"El acceso público a bases de datos de ordenador por medio de telecomunicacio­
nes, cuando éstas incorporen o constituyan obras protegidas". La mayoría de bases 
de datos jurídicas incorporan sin embargo obras no protegidas por la ley de pro­
piedad intelectual ya que ésta excluye expresamente (art. 13) "las disposiciones 
legales o reglamentarias y sus correspondientes proyectos, las resoluciones de los 
órganos judiciales y los actos, acuerdos, deliberaciones y dictámenes de los orga­
nismos públicos, así corno las traducciones oficiales de todos los textos anteriores". 
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Sin embargo como tanto en España como en otros países de la Unión 
Europea no existe un desarrollo legislativo que contemple la protección de las 
bases de datos de una forma global. La Comisión de la Comunidad Europea 
presentó al Consejo en mayo de 1992 una propuesta de Directiva sobre protec­
ción jurídica de bases de datos con dos objetivos fundamentales : 

- La eliminación de los obstáculos jurídicos al establecimiento de un 
mercado único de las bases de datos editadas en soportes electrónicos, al libre 
establecimiento de empresas de información y a la libre prestación de servicios 
de información. 

- La necesidad de fomentar la industria de la información, y de prote­
gerla contra la piratería mediante una armonización al alza de la protección jurí­
dica otorgado por los distintos derechos nacionales. 

Este proyecto de directiva todavía no ha sido aprobado, pese a que han 
transcurrido casi tres años desde la propuesta, sin embargo si no para las bases 
de datos que supongan una creación intelectual, cuya protección es bastante 
similar a la que otorga la ley para otras obras originales, para las que no alcan­
zan este nivel de "originalidad", la directiva crea una derecho sui generis cuya 
finalidad fundamental es proteger las inversiones que requiere la realización de 
una base de datos, independientemente de que ésta goce o no de protección de 
derechos de autor. 

Se quiere con este derecho impedir la utilización ilícita de una base de 
datos, por lo que se impide la extracción y reutilización de su contenido. 

Dada la amplitud del derecho se establecen algunas limitaciones: 

1) Licencias obligatorias: Cuando la información que contiene la base de 
datos no puede obtenerse de ninguna otra fuente, el productor está obligado a 
conceder una licencia a quien la solicite, siempre que la finalidad de la licencia 
no sea exclusivamente para ahorrar tiempo, esfuerzos o dinero, exigiéndose 
además que el adjudicatario de la licencia realice un trabajo o que dé valor aña­
dido a la información que adquiera por este procedimiento. La Administración 
Pública está igualmente obligada a la concesión de licencias. 

La finalidad de las licencias obligatorias es evitar el abuso de posición 
dominante, es decir, el monopolio de la información por parte de empresas u 
organismos públicos. La dificultad radica en demostrar si existe o ha existido 
otra fuente para obtener los datos que no sea la propia base de datos. Esto ha 
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dado origen ya a algunos conflictos con sentencias contradictorias entre distin­
tas instancias judiciales. 

2) Actividades permitidas al usuario legítimo: Extraer y reutilizar par­
tes del contenido de la base de datos, que valorados cuantitativa y cualitativa­
mente no entren en conflicto con la explotación normal de ésta, ni afecten de 
forma injustificada a los interes legítimos del productor de la base de datos. Si 
la reutilización se llevase a cabo con fines comerciales deberá siempre citarse 
la fuente, si es para fines puramente privados no será necesario citar la fuente . 
Cuando los fines son de investigación o enseñanza también se exige citar la 
fuente aunque es posible que en este caso la directiva llegue a una mayor fle­
xibilidad. 

En cuanto al plazo de protección se limita en este caso a quince años, 
sin embargo hay una amplia casuística que permite alargar estos plazos. 

¿Cuándo se inicia la protección? En principio en la fecha de creación 
de la base de datos. Ahora bien, esta fecha puede ser difícil de probar, por lo 
que parece que lo más adecuado sería iniciar la protección cuando la base de 
datos se pone a disposición del público o en todo caso cuando se tenga prue­
ba fehaciente de la fecha de su creación que puede ser por ejemplo a través de 
un registro. 

En la directiva la protección se inicia en la fecha de creación y si duran­
te estos quince años se pone a disposición del público se inicia un nuevo perío­
do de quince años de protección. 

No obstante y corno lo que se pretende con este derecho es proteger las 
inversiones y las bases de datos no solamente exigen una inversión inicial, sino 
que, para mantenerlas actualizadas e ir introduciendo las mejoras que proponen 
las nuevas tecnologías que salen al mercado, exigen inversiones continuadas, la 
directiva contempla esta situación permitiendo que estas mejoras cuantitativas 
o cualitativas alarguen la duración de la protección en períodos de quince años, 
al considerar que realmente se trate de una nueva base de datos. 

Esta solución parece que va a ser la definitiva, si bien se han planteado 
otras que han tenido menos apoyo y que consisten fundamentalmente en prote­
ger cada documento introducido en la base de datos durante un período de 
quince años, para que los documentos que pasen este plazo puedan ser de domi­
nio público y por tanto puedan ser extraídos y reutilizados. 
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-Falta de exhaustividad de las bases de datos legislativas. 

A la hora de considerar la supresión de la información relacionada con 
la legislación de su biblioteca, el usuario se pregunta si realmente toda esa infor­
macion estará contenida en las bases de datos electrónicas. 

Dado que la mayoría de las bases de datos legislativas son de las deno­
minadas de texto completo, la respuesta debería ser afirmativa, sin embargo 
los textos de las normas jurídicas contienen en muchas ocasiones tablas, gráfi­
cos y dibujos que hasta muy recientemente se solían eliminar del texto aunque 
dicha omisión fuera señalada expresamente, ya que las bajas velocidades a las 
que transmitiría la información harían impensable la transmisión de imágenes. 
La edición de esta información en CD-ROM, tecnología que permite el alma­
cenamiento no sólo de texto sino de imágenes, vídeo y sonido, resuelven este 
problema. 

En la actualidad existe la posibilidad de trasmitir a altas velocidades (64 
Kb / segundo), por lo que también la transmisión en línea de imágenes se hace 
más sencilla. No obstante es posible que no se pueda disponer de esta parte de 
la información de forma retrospectiva. 

El Boletín Oficial del Estado para permitir la eliminación del papel a los 
usuarios que lo deseen dispone en sus bases de datos en línea de una opción para 
solicitar la copia facsímil de las páginas del BOE que hayan sido omitidas al coste 
de fotocopia y a los suscriptores de CD-ROM de forma totalmente gratuita. 

El segundo soporte más utilizado en España para la distribución de 
información jurídica es el CD-ROM. Aunque no se dispone de información fia­
ble sobre el número de suscriptores en este soporte, la realidad es que gran parte 
de las bases de datos jurídicas se editan en CD-ROM, salvo los diarios oficiales 
de las Comunidades Autónomas que están automatizados (País Vasco, 
Cataluña, País Valenciano, Navarra y Andalucía) que utilizan IBERLEX como 
medio de distribución, Aragón edita el Diario Oficial también en CD-ROM, el 
resto de bases de datos jurídicas conocidas en el mercado se editan en CD-ROM, 
manteniendo en algunos casos también la distribución en línea (modo ASCII) 
como es el caso de las bases de datos producidas por el Boletín Oficial del 
Estado, y también las producidas por COLEX-DATAy en línea (modo IBERTEX) 
también las del Boletín Oficial del Estado. 

La utilización de la tecnología del disco compacto, que desde su intro­
ducción a mediados de los ochenta, ha tenido un éxito considerable como siste-
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ma de suministro de información textual y cada vez más de información gráfica 
se debe a una serie de factores externos entre los que se incluyen: 

- La aceptación popular de los discos compactos de audio en los merca­
dos de consumo de música. 

- La proliferación y la normalización de los PC en el sector empresarial. 

- La necesidad de contar con alternativas en un formato distinto del 
papel para la distribución de grandes volúmenes de información. 

-Los costes básicos de la producción de publicaciones en discos ópticos 
son cada vez más bajos ya que en dos de los sectores que intervienen en el coste: 
fabricación de discos y software de interrogación existe una presión a la baja 
considerable, debido a la competencia cada vez más fuete que existe en el mer­
cado, solamente se mantiene o aumenta el coste de la información que también 
debe contemplarse para la edición en papel. 

-Los altos costes de las telecomunicaciones, la baja velocidad de trans­
misión que permiten las redes telefónicas y en general los fallos en la transmi­
sión de información debidos a la infraestructura de las telecomunicaciones, aun­
que vayan mejorando sensiblemente, han desprestigiado el uso de la informa­
ción en línea en España y reorientado el mercado hacia los soportes ópticos. 

Además de estos factores generales, habría que añadir para el área 
temática del Derecho, que la información va dirigida a un colectivo acostum­
brado a utilizar índices y repertorios, por lo que tiene profesionalmente una rela­
ción habitual con la documentación y está por lo tanto más preparado para con­
vertirse en usuario final de bases de datos, es decir, que no necesita utilizar inter­
mediarios para la consulta de información, pero que necesita o en todo caso pre­
fiere, disponer de ésta como disponía de repertorios en papel. 

Por otra parte las empresas prefieren este tipo de soporte, toda vez que 
les permite distribuir de forma electrónica la información que ya venían publi­
cando en papel con bajos costes adicionales, y sin tener que instalar la infraes­
tructura necesaria para ser un servidor de bases de datos en línea. Esta tenden­
cia puede volver a cambiar a medida que las denominadas "superautopistas de 
la información" sean una realidad en España, pero todavía hay muy pocos ser­
vidores de información españoles en las ya existentes, como INTERNET, y a 
corto plazo no parece posible que esta situación se vaya a modificar. 
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El tercer sistema más utlizado para la distribucíón electrónica de infor­
mación jurídica es IBERTEX, que es la denominación utilizada en España para la 
distribución en línea con protocolo VIDEOTEX. 

Las ventajas de este sistema radican sobre todo en su acceso público que 
no requiere generalmente de un contrato específico con el productor o distribui­
dor de la base de datos, la facturación la realiza directamente Telefónica quien 
se encarga de pagar al productor de la base de datos. Cualquier persona que dis­
ponga de un PC, un módem para el acceso a IBERTEX, o un terminal IBERTEX 
y en todo caso de un teléfono puede acceder a las bases de datos que están en 
servidores IBERTEX, cuyo listado puede visualizar y seleccionar desde la propia 
pantalla de su monitor una vez que ha accedido a este servicio, puede ser usua­
rio de la información disponible en IBERTEX. 

Por otra parte es el sistema más utilizado para reservas de billetes de 
todo tipo, de entradas para espectáculos, para consultas bancarias y para tele­
compra en las tiendas que disponen de este servicio. El equipo informático se ha 
abaratado considerablemente y forma parte de muchos hogares y también de las 
empresas, ya que se fabrican tarjetas módem útiles tanto para VIDEOTEX como 
para el acceso en línea modo ASCII. Esta amplia oferta dirigida sobre todo al mer­
cado doméstico, ha impulsado también el mercado profesional, y bien por estas 
razones o por puro reflejo la mayoría de diarios oficiales de Comunidades 
Autónomas y el propio Boletín Oficial se distribuyen por este sistema. Sin embar­
go en el estado actual de la tecnología IBERTEX no es un buen sistema para la dis­
tribución de bases de datos de texto completo, aunque Telefónica promete conti­
nuas mejoras y hay países como Francia en que prácticamente VIDEOTEX ofre­
ce las mismas prestaciones que las bases de datos en línea modo ASCII. 

Aunque también se distribuye información en discos flexibles este siste­
ma no es muy frecuente en el mercado español por lo que, y en último lugar res­
pecto a la distribución electrónica de bases de datos jurídicas, hay que situar a la 
distribución en línea modo ASCII. Ya se han ido señalando a lo largo de esta 
ponencia los inconvenientes que ofrece el sistema por lo que al menos en el área 
jurídica aparece en el último lugar, hay que resaltar como inconveniente la falta 
de interfaces amigables para el usuario que quiere buscar información sin nece­
sidad de consultar manuales para ello, además de todos los problemas deriva­
dos de las telecomunicaciones. 

No obstante cada vez existen más gestores de bases de datos con inter­
faces similares a los del CD-ROM o VIDEOTEX. Por otra parte las velocidades 
de transmisión son cada vez más altas hasta los 64 KB /segundo de la Red 
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Digital de Servicios Integrados (RDSI) de Telefónica y es probable que la ten­
dencia varíe en pocos años, porque en conjunto ofrecen las mejores prestaciones. 
Respecto al CD-ROM por la mayor actualización de la información y respecto a 
VIDEOTEX por lo que ya señalado al menos tal como está hoy diseñado IBER­
TEX (velocidad de transmisión, necesidad de avanzar y retroceder pantalla a 
pantalla, etc). 

CONCLUSIONES 

Como recapitulación final, más que conclusiones, parece importante 
señalar que entre la raquítica oferta de bases de datos españolas, las bases de 
datos jurídicas ocupan uno de los primeros puestos, con bases de datos de gran 
calidad que resisten perfectamente la comparación con las de cualquier país 
europeo, siendo la legislación y jurisprudencia ya sea global o sectorial las que 
encabezan la oferta. 

El CD-ROM es después del papel el soporte más utilizado para la dis­
tribución de bases de datos jurídicas, ya que generalmente son ediciones elec­
trónicas de productos que también se distribuyen en papel. 

Para aumentar el uso de bases de datos electrónicas en la recuperación 
de información jurídica es necesario el contacto del futuro usuario con estas 
herramientas desde los primeros ciclos de la formación. 

La venta de productos de información electrónica exige que el usuario 
pueda probar el producto por sí mismo, por lo que se necesitan vendedores con 
equipos informáticos portátiles que se desplacen a los locales del usuario o de 
puntos de venta cercanos al usuario equipados con estas tecnologías. 

Las autopistas de la información, por lo que suponen de mejora de las 
telecomunicaciones, pueden devolver a la información en línea al primer pues­
to entre los soportes electrónicos utilizados para el acceso a la información jurí­
dica, ya que permite la actualización diaria, que tiene gran importancia en este 
tipo de información. 
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